
> CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE CHIMBORAZO. - SALA
ESPECIALIZADA DE LO CIVIL. Riobamba, miércoles 18 de mayo del 2011, las
14h58. VISTOS: Avocamos conocimiento de la presente causa. En lo Principal, de fojas
226 y 229 comparece la Dra. Margarita Guevara Alvarado, Directora Provincial de Salud
de Chimborazo, presenta recurso de apelación de la sentencia dictada por el Primer
Tribunal de Garantías Penales, con fecha Viernes primero de abril de dos mil once las
llh36 minutos, exponiendo entre otras situaciones que la actora esta bajo el régimen
laboral del Código de Trabajo ydécimo contrato colectivo. El tribunal en su resolución y
que obra de fojas 222 a 225 y vuelta acepta la acción de protección presentada. Viviana
Janeth Coloma Espinoza, presenta acción de protección en contra de la Dra. Margarita
Guevara Alvarado, manifestando que ha ganado un concurso de merecimientos para
llenar las vacantes de Inspectores Sanitarios del Área de Salud No. 6Guano-Penipe, luego
de que se ha declarado por una ocasión desierto el concurso cerrado por falta de aspirantes
y, en otra oportunidad desierto por no reunir los aspirantes los requisitos exigidos, sin
embargo de que podían para esta convocatoria participar las olos inspectores yempleados
sanitarios de todas las unidades operativas de todas las áreas de la Provincia de
Chimborazo. Que se ha convocado a un tercer concurso, pero en esta ocasión a un

^ i concurso abierto, la que ha ganado luego de rendir la prueba de oposición ycalificación y,
mediante oficio No. 2010-0161-AC6GP, de 6 de agosto del 2010 suscrito por el Dr. Galo
Chinizaca O. Jefe de Área de Salud No. 6Guano-Penipe, se le declara ganadora y se le
asigna el número de partida presupuestaria. Que el 12 de agosto del 2010 ha suscrito el
contrato a prueba de trabajo con duración de noventa días desde el 16 de agosto del 2010
al 13 de noviembre del 2010 y, el 19 de noviembre del 2010, ha celebrado el contrato de
trabajo a plazo fijo. Que la acción de protección presentada por el señor Jacobo Castillo
Arguello, en calidad de Secretario General del Sindicato Provincial de Trabajadores de la
Salud de Chimborazo, lo ha hecho en contra del Dr. Galo Chinizaca y Dra. Margarita
Guevara, Directora Provincial de Salud de Chimborazo, la que ha avocado conocimiento
el Juzgado de Inquilinato yRelaciones Vecinales de Chimborazo, acción presentada para
que se deje sin efecto el concurso de merecimientos yoposiciones para llenar las vacantes
de Inspectores Sanitarios del Área de la Salud No. 6 Guano Penipe, Juez Constitucional
que ha negado la acción. Que pese a que ha ganado el concurso de merecimientos,
mediante oficio No. 2011-0062-AS6GP-RR-HH, de 22 de marzo del 2011, suscrito por el
Dr. Galo Chinizaca ha pedido de la demandada Dra. Margarita Guevara, Directora

#*" Provincial de Salud de Chimborazo le notifican con la terminación del contrato que ha
^* ganado por concurso de méritos y oposición, pese a que ha trabajado en forma

responsable, diligente y proba, desconociendo sus derechos a la estabilidad, a percibir
una remuneración de acuerdo a sus funciones, a la honra, a la dignidad, ha desarrollar
libremente su personalidad, sin que se le haya extendido el nombramiento definitivo. Que
los derechos son irrenunciables e intangibles, siendo nula toda disposición en contrario.
Que como ha ganado el concurso no se le podía hacer firmar un contrato para un tiempo

~ determinado. Que el acto administrativo expedido por la demandada Dra. Margarita
Guevara mediante Oficio No. 039-03-11-AJ-DPSCH de 19 de marzo del 2011 y
notificado con oficio 2011-0062-AS6GP-RR.HH de 22 de marzo del 2011 por el Dr.
Galo Chinizaca, en su calidad de Jefe de Área de Salud No. 6 Guano- Penipe, le causa un
perjuicio moral, psicológico, viola el Art. 11 numeral 9 de la Constitución. Que se le han
violado los siguientes derechos: 1.- El derecho al trabajo; 2.- El derecho a la estabilidad
de los servidores y servidoras públicas; 3.- El derecho a recibir las remuneraciones de
acuerdo a sus funciones, que le permitan una vida digna y decorosa, al igual que de su
familia; 4.- El derecho a la seguridad jurídica. Solicita que en sentencia se disponga: a).-
Que exige omisión ilegal e ilegítima que ha vulnerado su derecho al trabajo, a la
estabilidad y a recibir remuneraciones.- b).- La reparación integral, material e inmaterial



de los derechos, por lo que se debe disponer que se respete el concurso en el que ha 4
triunfado, c).- Que se respete la estabilidad.- d).- Que se le extienda el nombramiento
como Inspectora Sanitaria del Área No. 6 Guano-Penipe en las mismas condiciones que
ha venido desempeñando.- e).- El pago de las remuneraciones.- f).- El pago de los
intereses.- g).- Los beneficios de ley dando un trato igual a los otros funcionarios del Área
de Salud No. 6 Guano-Penipe.- h).- Que se les advierta a los funcionarios de la entidad
demandada a respetar los derechos constitucionales.- i).- Que se abstengan de adoptar
resoluciones u omisiones en perjuicio de los mismos. La accionada por su parte dando
contestación dice que la actora tiene expedida la vía administrativa y laboral para hacer
uso de sus derechos. Que del contrato de fjs. 17 se conoce queel empleador Dr. Chinizaca
es el que le ha notificado con la terminación del contrato, por tanto alega falta de legítimo
contradictor, ya que lo único que ha dispuesto la accionante al Dr. Chinizaca es que le
notifique a la actora con la terminación del contrato. Que se ha terminado el contrato
porque la Presidencia de la República mediante oficio51213 de 12 de agosto del 2010 ha
pedido que se investigue por no existir transparencia en el concurso de merecimientos y
oposición, ante la denuncia presentada por uno de los participantes. Que se han iniciado
las investigaciones, por lo que se ha enviado el oficio 1771 de 6 de octubre del 2010 al ,
Secretario General del Despacho Presidencial. Que el 6 de septiembre del 2010 el asesor '
jurídico ha emitido el informe donde se hace conocer la improcedencia e ilegalidad del
concurso porque no existía el instructivo, el que se ha dictado el 24 de febrero del 2011,
ante lo cual asesoría nacional se ha ratificado en el informe de asesoría provincial. Que la
accionante sigue laborando en la institución conforme pide que se agregue al proceso la
documentación con la que se justifica este aserto. El Dr. Dorian Oviedo, abogado de la
Procuraduría dice que no procede la acción cuando se reclama que se declare un derecho;
que la accionante tiene acciones ordinarias para reclamar sus derechos y no acudir a la
justicia constitucional; que no procede otorgar el nombramiento; que no se ha hecho uso
de lo que dispone el ERJAFE. Que la discusión de la convocatoria a concurso de
merecimientos es cuestiónde legalidad, no de constitucionalidad; alega incompetencia del
Juez Constitucional; que existe abuso del derecho de la accionante, porque tiene vías
legales para reclamar sus derechos, por lo que se debe rechazar la acción por
improcedente. Que se tenga en cuenta que todo acto se presume legítimo mientras no se
declare lo contrario. Solicita dos días para legitimar su intervención. Las partes hacen uso
de la réplica y contra réplica, exponiendo la actora que a fjs. 3 consta que la accionada
ordena al Dr. Chinizaca que se notifique con la terminación del contrato; de fjs. 2, el Dr.
Chinizaca dice que se notifique por disposición de la accionada; que a fjs. 10 y 16 el Dr.
Chinizaca afirma que el concurso es válido para lo cual se basa en que existe una
sentencia del señor Juez Constitucional que niega la acción de amparo, avalando el
concurso en todas sus partes. Impugna la documentación presentada por la demandada,
pidiendo que se acepte la acción y le concedan el nombramiento. El defensor de la
demandada dice que el Dr. Chinizaca siendo el funcionario que convocó al concurso, mal
podía decir que el concurso ha sido ilegal. Que no existe resolución alguna de Juez
Constitucional que haya decidido que el concurso fue legal porque la sentencia que obra
de fjs. 12 a 15 dictada por el señor Juez de Inquilinato y Relaciones Vecinales, no dice
que el concurso es legal, sino que rechaza la acción porque debía darse el reclamo legal.
Quesi el Dr. Chinizaca creíaque la disposición (no orden) de la Directora de Salud no era
legal, debía rechazar conforme el Art. 22 literal (d) de la Ley Orgánica del Servicio
Público. Finalmente solicita que se tenga en cuenta que no se ha terminado la relación de
servicios, porque sigue laborando normalmente. El delegado del señor Procurador
menciona que no se ha dicho que se ha violado derecho fundamental alguno como el
derecho al trabajo. No se ha violado el derecho al trabajo, porque sigue laborando
normalmente. Que la alegación de que el concurso de merecimientos no es válido, se trata
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* de un aspecto de legalidad. Tampoco se ha mencionado que se ha violado el derecho ala
seguridad jurídica, en definitiva que no se conoce los derechos violados y sus relaciones
con el hecho. Que en la demanda se ha solicitado liquidación de haberes como consta en
el numeral segundo de lapretensión cuarta del escrito de demanda. Para dictar sentencia,
se realiza las siguientes consideraciones: : PRIMERO.- Esta Sala de lo Civil y Mercantil
de laCorte Provincial de Chimborazo, es competente para conocer y decidir esta causa en
base del sorteo de ley realizado, conforme consta a fjs.l de esta instancia.- SEGUNDO.-
Se han cumplido con las solemnidades sustanciales propias de este tipo de trámites, sin
que exista omisión de solemnidad sustancial alguna, ni violación de trámite, por lo que el
proceso es válido.- TERCERO.-Previamente es necesario realizar el estudio
correspondiente de la normatividad atinente al asunto que nos ocupa, de acuerdo con el
tipo jurídico constitucional efectuado. Es así que la acción de protección se encuentra
establecida en el Art. 88 de la Constitución del Ecuador del 2008 y tiene por objeto el
amparo directo y eficaz de todos los derechos reconocidos en la Constitución y en los
instrumentos internacionales de Derechos Humanos. Citando este articulo, este consigna
"La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos

^ reconocidos en la Constitución ypodrá interponerse aunque exista una vulneración de
derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública, no
judicial, contra políticas públicas cuando suponga laviolación del goce u ejercicio de los
derechos constitucionales y cuando la violación proceda de una persona particular, si la
violación del derecho provoca daño grave, o si la persona afectada se encuentra en estado
de subordinación, indefensión o discriminación". El Art. 39 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, también nos da un concepto de esta
acción de la siguiente forma: Objeto.- LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN.- Tendrá por
objeto el amparo directo y eficaz de los derechos establecidos en a Constitución y demás
conexos definidos por la jurisprudencia de la Corte Constitucional y aquellos que a pesar
de no estar señalados expresamente en la Constitución y en los Tratados Internacionales
de Derechos Humanos, que no estén amparados por las accione de habeas corpus, acceso
a la información pública, habeas data, por incumplimiento , acción extraordinaria de
protección y extraordinaria de protección contra decisiones de la justicia indígena". Ahora
bien se destaca que la protección al mismo tiempo que es una acción también es un
derecho, y un derecho con rango constitucional. La acción que se define es de carácter
universal y de ella puede hacer uso todo sujeto de un Estado por que este tiene la acción
ineludible de amparar a todos por igual. Es una herramienta eficaz creada por el Estado
para proteger a los ciudadanos cuando la autoridad pública por sus políticas o los
particulares irrespeten sus derechos constitucionales. Es una acción procesal oral,
universal, informal y sumaria, que en algunos casos es reparadora y en otra preventiva de
los derechos fundamentales. Es muy importante anotar que en esta clase de acciones la
sentencia igual que las demás debe ser ejecutada, en la forma, tiempo y modo señalado y
bajo ningún pretexto se puede suspender su ejercicio y menos no ejecutarla o negarse
hacerla. El Juez en todos los casos debe ejecutarla en forma íntegra y oportuna.-
CUARTO.- La acción de protección posee identidad y características propias que le
permiten diferenciarse de las demás acciones constitucionales y legales sus características
propias son: acción procesal pública, tutelar, universal, informal, inmediata, directa,
preferente, sumaria, oral, debe poseer celeridad preferente, como deber primordial del
Estado de garantizar el goce de los derechos establecidos en la Constitución (Art. 3 de la
Constitución de la República del Ecuador). La violación y desconocimiento de los
derechos constitucionales quebranta la paz social, es decir, se opone a la vigencia en
justo orden jurídico, de tal modo que la seguridad jurídica no se puede construir ni
mantener, a costa de la violación o desconocimiento de los mentados derechos
constitucionales y si de ese modo se lo consigue, la seguridad jurídica tendrá una vida
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frágil. Pero en igual forma como existen derechos y garantías que deben ser respetados, 4f
también hay obligaciones que deben ser acatadas y cumplidas inexcusablemente. Si
dentro de la normatividad vigente del País únicamente se darían normas proteccionistas,
no existiría la equidad e igualdad de derechos y obligaciones. QUINTO: La justicia
constitucional es el conjunto de mecanismos de control constitucional y que comprenden
aquellas normas que establecen las acciones de que pueden utilizarse para hacer valer sus
derechos y las acciones es la facultad de recurrir ante los organismos competentes para
obtener de ellos que acojan sus pretensiones y luego el reconocimiento de que tal o cual
derecho ha sido violentado y luego hacer ejecutar las decisiones que tienen el nombre de
garantías jurisdiccionales para que se reconozcan los derechos consagrados en la
Constitución Es necesario anotar que la accionante con el propósito de fundamentar en
legal forma la Acción ha presentado documentación con la que pretende demostrar que se
ha vulnerado sus derechos y garantías, es decir que se trata de una acción reparadora que
funciona si luego del correspondiente proceso constitucional se constata la vulneración de
los derechos, la primera obligación del Juez es reconocer y declarar, expresamente, tal
vulneración; como consecuencia de esta primera declaración debe ordenar su reparación
total e íntegra tanto en el sentido material como inmaterial, especificando e
individualizando las obligaciones tanto positivas como negativas, a que está obligado el V
destinatario de la decisión judicial junto con las circunstancias, la forma y el tiempo en ^
que deben ser cumplidas. Al señalar las obligaciones a las que queda ligado el sujeto
pasivo de esta acción la sentencia debe sermuy clara y meticulosa, no puede ser incierta,
ambigua o indeterminada, porque entonces los derechos vulnerados no recibirán la
práctica protección alguna y la acción misma no cumpliría el rol procesal que la
Constitución y la normatividad vigente asigna. El Juzgador nunca debe olvidar que para
determinados sujetos de espíritu superior, lo último es más importante que el primero.
SEXTO: La actora en su demanda plantea que se ha vulnerado su derecho al trabajo a la
estabilidad y ha recibir renumeraciones y su pretensión es de que se deje sin efecto el
oficio Numero 039-03-11-AJ-DPSCH de fecha 19 de marzo del 2011 y notificado por el
Dr. Galo Chinizaca, mediante oficio 2011-0062-AS6JP-RR.HH de marzo 22 del 2011,
causándole un perjuicio moral, psicológico y sobre todo violentando sus derechos
consagrados en la Constitución por lo que ha solicitado que se le extienda el
nombramiento como Inspectora Sanitaria del Área No. 6 Guano- Penipe en las mismas
condiciones que ha estado desempeñando; demanda además el pago de los intereses, los
beneficios de ley y que se abstenga de adoptar resoluciones u omisiones en perjuicio de
funcionarios de la entidad; insistiendo en que mediante esta acción de protección se *•
repare en forma material e integral los derechos, respetando el concurso en el que ha
triunfado. Cuando se le hizo firmar el contrato ha prueba en lugar de otorgarle el
nombramiento, estuvo vigente la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa de
Unificación y Homologación, las remuneraciones del sector público en tanto que cuando
se le hace firmar el contrato por tiempo fijo ya estuvo vigente la ley de Servicio Público.
SÉPTIMO: En cuanto se refiere a que se ha vulnerado su derecho al trabajo y ha recibir f
remuneraciones, consta del certificado presentado por la demandada y que consta de fojas
208, del que se desprende que la accionante sigue laborando en el centro de Salud de
Guano como Inspectora Sanitaria , cabe entender que si se encuentra laborando pese a que
le han notificado con la terminación del contrato, las mimas autoridades del Ministerio de
Salud de manera tacita han dejado sin efecto la notificación, en lo que se refiere a la
reparación integra material e inmaterial puede ydebe exigirse, ya que conforme elarticulo
18 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional procede en
caso de vulneración de un derecho, el mismo que debe ser reparado en las mismas e
iguales condiciones que fue vulnerado. Si se pretende que se le otorgue el nombramiento
la Ley Orgánica del Servicio Público y si consta que se le declara ganadora del concurso



* promovido, asignándole el número de partida presupuestaria únicamente se ha suscrito el
contrato ha prueba con duración de noventa días, realizado el 12 de agosto del 2010 y
cuyo contrato corre a partirdel 16 de agosto del 2010 al 13 del noviembre del mismo año
y, el 19 de noviembre de dicho año a celebrado el contrato de trabajo a plazo fijo
demuestra que estuvo vigente la Codificación de la Ley Orgánica de Servicio Civil y
Carrera Administrativa de Unificación y Homologación de remuneraciones del sector
público, ya que la Ley Orgánica de Servicio Público en sus derogatorias establece "Se
deroga la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa de Unificación y
Homologación de las remuneraciones del sector público y que fue publicada en el
Registro Oficial del 12 de mayo del 2005" por lo que se debió cumplir con lo que
determina el articulo 71 que prescribe que para entrar o ingresar al sector público debía
existir concurso de merecimientos, lo que si se ha hecho yel articulo 73 que ordenaba que
la autoridad nominadora designará a la persona que hubiere ganado el concurso
debiéndose observar también lo que dispone el articulo 18 yconceder un nombramiento y
no un contrato y si la Ley Orgánica de Servicio Público entro en vigencia el 6 de Octubre
del 2010 y derogo la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa de Unificación y

CY Homologación de las remuneraciones del sector público, el 19 de noviembre del 2010 se
le hace firmar el contrato a plazo fijo cuando ya estuvo derogada esta ley, esto es que
cuando estuvo vigente la Ley de Servicio Civil se le hizo firmar el contrato a prueba en
lugar de darle el nombramiento, que lo había ganado en el concurso de merecimientos lo
que no se hizo. Según lo contemplado en el articulo 17 literal b.5 del Código de Trabajo
debió dársele un nombramiento provisional de prueba, conforme el mentado artículo al
servidor oservidora que ingrese a la administración pública oque fuere ascendido durante
el periodo de prueba. Cabe recalcar que la actora si cumplió con lo que dispone el inciso
primero del articulo 65 de la Ley Orgánica de Servicio Público porque gano el concurso
de merecimientos y oposición que guarda relación con el articulo 86 literal b de la misma
ley que dice "haber sido declarado ganador del concurso de méritos y oposición lo que
debe contar en el acta respectiva". El articulo 47 literal h ibídem prevé que se cesara
definitivamente las funciones cuando se ingresa al sector publico sin ganar el concurso de
méritos y oposición. Se trata entonces de establecer que debió otorgarse el nombramiento
a la accionante o un contrato de trabajo al ser triunfador en un concurso de merecimientos
y de oposición, pero en el caso que nos ocupa no debía dársele contrato sino un
nombramiento. En fallos expedidos por el Ex Tribunal Constitucional ahora Corte

£ Constitucional de Transición se han pronunciado en que "si no le extienden el
nombramiento por el concurso procede el amparo. OCTAVO: Los argumentos de la parte
demanda de que existe falta de legitimo contradictor, esta sumamente claro que el Dr.
Galo Chinizaca esta cumpliendo únicamente ordenes de la Directora Provincial de Salud
de Chimborazo, por lo que mal pudo haber dictado el acto motivo de esta controversia. La
seguridad jurídica como derecho de toda persona a que se le aplique las normas que

~-> integran el ordenamiento jurídico de manera que las consecuencias serán siempre las
mismas si la Constitución de la República del Ecuador garantiza dicha seguridad esta
produce certeza y confianza fundado en la posibilidad de que se esta cumpliendo a
cabalidad con las garantías y derechos comunes a todos los ciudadanos y que prima sobre
los demás derechos que consagra preceptos inferiores. El Control Constitucional existe -
para apoyar los criterios del contenido del acto o acción vulnerada y pretende establecer
que las normas y principios jurídicos se fundamenten en la correcta aplicación de los
mismos, evitando la arbitrariedad para mantener el equilibrio entre el orden social y
jurídico dentro de un país democrático, donde prima el respeto y la obediencia a la
Constitución y las Leyes. NOVENO: El Art. 75 de Constitución de la República: "Toda
persona tiene derecho al acceso gratuito de la justicia y a la tutela efectiva imparcial y
expedita de sus derecho e interese su sujeción a los principios de inmediación yceleridad



en ningún caso quedará en indefensión, y que el incumplimiento de las resoluciones
judiciales será sancionado por la ley y que el derecho a la libertad del trabajo en que nadie
podrá ser obligado a realizar un trabajo gratuito o forzoso, salvo los casos determinados
por la Ley. En la causa el Art. 83 de'la Ley Orgánica del servicio Público se determina
que quedan excluidos de la carrera del servicio público en el literal b), los que ejercen
funciones con nombramiento a periodo fijo por mandato legal y en la disposición General
Décimo Octava de la misma ley, se dice que: Dignatario/a, es la persona elegida por
votación popular, por un periodo fijo para ejercer las funciones y atribuciones establecidas
en la Constitución y en la Ley. Por tanto si la accionante ganó un concurso de méritos y
oposición, lo lógico es darle el nombramiento, no un contrato a prueba y luego un
contrato a plazo fijo, por ello es procedente la pretensión de la actora, ya que resulta
absurdo realizar una convocatoria a concurso de merecimientos y oposición para darle un
contrato a prueba por tres meses, para tan corto tiempote funciones. Si en lugar de darle
nombramiento que para ello se convocó a concurso, le dan un contrato a plazo fijo, es
indiscutible que afecta a su estabilidad, ya que no es lo mismo contrato que
nombramiento, para el contrato no existe concurso, para el nombramiento si, en tanto que
el nombramiento le confiere estabilidad con las debidas salvedades de destitución,
remoción, etc, no así el contrato que no le da estabilidad, cuando la accionante se presentó
al concurso para ser Inspectora Sanitaria del Centro de Salud de Guano, por tanto no era
obrera, sino servidora, ya que los obreros se encuentran amparados por el Código de
Trabajo, en tanto que los servidores se encuentran amparados por la Ley Orgánica del
Servicio Público, ya que se considera que se trata de un puesto que tiene la calidad de
público, es entonces que al ganar el concurso se aplicó lo que determina el Art. 17 literal
b.5 de la ley mencionada que ordena" De prueba otorgada a la servidora o servidor que
ingresa a la administración pública o a quien fuere ascendido durante el periodo de
prueba", es decir, se encuentra en un periodo de prueba para poder alcanzar una vez
concluido este, su nombramiento definitivo De igual manera se dará nombramiento
provisional a quienes fueren ascendidos, los que serán evaluados durante un periodo de
seis meses mediante una evaluación técnica y objetiva de sus servicios y si se determinará
luego de ésta que no califica para el desempeño del puesto se procederá al reintegro de su
puesto anterior con su remuneración anterior" El Art. 65 de la Ley Orgánica del Servicio
Público que guarda relación con el Art. 86 literal b) "Haber sido declarado ganador del
concurso de méritos y oposición, lo que debe constar en el acta respectiva" y el Art. 47
literal h de la misma ley, determina que cesará en sus funciones definitivamente cuando se
ingresa al servicio público sin ganar el concurso de méritos y oposición". Es así que la
accionante al presentarse al concurso y ganarlo debió otorgársele el respectivo
nombramiento y no un simple contrato. DÉCIMO: En lo relativo a que la peticionaria y
actora reclama también el pago de las remuneraciones con intereses, conforme lo expone
el Tribunal Inferior, ella ya se encontraba laborando en las mismas funciones antes del
concurso y percibiendo una remuneración, por lo que no ha lugar dicho reclamo, ni
tampoco en lo que se refiere a los beneficios de ley, ya que no consta cuales se está
reclamando cae en otro ámbito y no en esta Acción de Protección, puesto que existe otros
mecanismos para reclamar los mismos y no en la presente acción que únicamente
corresponde determinar si la peticionaria accionante se le debía otorgar un nombramiento
o un contrato, si está sujeta a la Ley Orgánica del Servicio Público o está amparada porel
Código de Trabajo, como se señaló en el considerando anterior cuando hay lugar a un
concurso de merecimientos y oposición se encuentra dentro de la Ley Orgánica de
servicio Público, de lo contrario se sujetaría al Código de Trabajo. Por estas
consideraciones, sin realizar mayor análisis a lo que se encuentra debidamente
fundamentado, la Sala, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO
SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS
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s^hlf ^ ^PUBLICA," rechaza el recurso interpuesto y confirma la sentencia
subida en grado en todas sus partes. Ejecutoriada que sea esta sentencia yde conformidad
rlul T,eSt° £n "^? N°- 5de^onstitu-n de la República del Ecualarticulo 25 inciso primero de la Ley Orgánic) de Garantías Jurisdiccionales yControl

la etbn^ Hr7ltaSe C0Pia CertÍfíCa^ d^rr^Ón ala Corte Constitucional, parala elaboración de la respectiva jurisprudencia., N^tifíquélse

Certifico:

Pftr?£8ffS MARTÍNEZ
SECRETARIO RELATOR

Lfvatea;tmÍérC°letS dÍed0íí0 ^ may° dd d°S mÍ1 °nCe' aPartir de las <*****,
CONFlLiAnl mm ' mCdlante b0lCtaS J'udidales notifíqué la SENTENCIACONFIRMADA que antecede a: COLOMA ESPINOZA VIVIANA JANETH en el
casillero No. 138 del Dr./Ab. MONTERO AYALA GERARDOM^RCFT O
gu\vXVlvZNdTL T SALUD DE chimborazTd^^^^GUEVARA ALVARADO en el casillero No. 146 del Dr/Ab VIZUETE RODRTGTTF7
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